
 

ALEGACIONES DE ECOLOGISTAS EN ACCIÓN AL PGMO DE SANT JOAN 

D’ALACANT 

 

Primera.- Entre la documentación sometida a información pública no consta el preceptivo 

Estudio de Impacto Ambiental, obligatorio en los instrumentos de ordenación 

urbanística, por tanto se está incumpliendo la Ley 2/1989 de Impacto Ambiental 

Tanto en la Ley 2/1989, como en el Reglamento para su ejecución, aprobado por el Decreto 

162/1990, se exige un Estudio de Impacto Ambiental para los instrumentos urbanísticos y de 

ordenación del territorio que reclasifiquen suelo no urbanizable. 

 

 

Segunda.- El sometimiento a información pública del Avance del Plan General está 

incumpliendo la Ley 9/2006 sobre evaluación de los efectos de determinados planes y 

programas en el medio ambiente, dado que el PGMO es un plan de los establecidos en el 

art. 3 de la Ley 9/2006, pues es un Plan de la Administración con importantes impactos 

sobre el medio ambiente. 

Los artículos 7 y 8 de la Ley 8/2006 ordena que los planes y programas elaboren con 

anterioridad a cualquier documento un bosquejo del plan o programa (Informe de Sostenibilidad 

Ambiental) que identifique, describa y evalúe los probables efectos significativos sobre el medio 

ambiente del plan o programa, así como unas alternativas razonables, técnicamente y 

ambientalmente viables incluida la alternativa cero. Por tanto el proyecto de PGMO debería 

incluir ese Informe de Sostenibilidad Ambiental, redactado por la Administración promotora, la 

celebración de consultas, la elaboración de una Memoria ambiental, y la elaboración del Plan 

teniendo en cuenta el resultado de las consultas y alegaciones presentadas, tal como determina 

el art.7 de la Ley 9/2006.  

 

El Informe de Sostenibilidad Ambiental “debe identificar, describir y evaluar los probables 

efectos significativos sobre el medio ambiente que puedan derivarse de la aplicación del plan o 

programa, así como unas alternativas razonables, técnica y ambientalmente viables, incluida 

entre otras la alternativa cero, que tengan en cuenta los objetivos y el ámbito territorial de 

aplicación del plan o programa” (art. 8.1 de la Ley 8/2006). 
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El “Órgano promotor elaborará la propuesta de Plan o programa tomando en consideración el 

informe de sostenibilidad ambiental, las alegaciones formuladas en las consultas ... y la 

memoria ambiental” según el art. 23 de la Ley 8/2006. 

 

Por tanto en este caso el procedimiento utilizado (la información pública del Avance del PGMO) 

está alterando el procedimiento legalmente establecido en la Ley 8/2006, ya que la propuesta 

de PGMO debería haber recogido las alegaciones formuladas al informe de sostenibilidad 

ambiental, inexistente en este caso, las alegaciones en la fase de consultas (inexistente en este 

caso, o como mínimo no se ha consultado con nuestra organización), y la propia memoria 

ambiental, que tampoco existe obviamente en este procedimiento. 

 

Todas estas determinaciones de la Ley 9/2006 no han sido tenidas en cuenta por los redactores 

del proyecto de PORN. En nuestra opinión este incumplimiento invalida el procedimiento 

elegido por el Ayuntamiento de Sant Joan d’Alacant para la tramitación del PGMO, que debería 

anularse y retrotraerse a la situación anterior al 15 de octubre de 2007, fecha de la aprobación 

por el Pleno del Ayuntamiento de la información pública del Avance del PGMO. 

 

 

Tercera.- Inexistencia entre la documentación sometida a información pública del 

preceptivo Estudio Acústico exigido por la Ley 7/2002 de 3 de diciembre de la Generalitat 

Valenciana, de protección contra la contaminación acústica. 

 

Según ordena el artículo 25 de la Ley 7/2002 de 3 de diciembre de 2002, de la 

Generalitat Valenciana (DOGV de 9.12.2002), es preceptivo un Estudio Acústico en cualquier 

instrumento de planeamiento urbanístico o territorial en el ámbito de ordenación, que utilice 

modelos matemáticos predictivos que permitan evaluar su impacto acústico y adoptar las 

medidas adecuadas para su reducción.  

Artículo 25. Relación con los instrumentos de planeamiento urbanístico.  

En los instrumentos de planeamiento urbanístico deberá contemplarse la información y 

las propuestas contenidas en los planes acústicos municipales. En defecto de éstos, los 

instrumentos de planeamiento urbanístico o territorial incorporarán un estudio acústico 

en su ámbito de ordenación mediante la utilización de modelos matemáticos predictivos 
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que permitan evaluar su impacto acústico y adoptar las medidas adecuadas para su 

reducción.  

No hemos observado entre la documentación sometida a información pública la existencia de 

ese estudio acústico. 

 

 

Cuarta.- Inexistencia entre la documentación sometida a información pública del 

preceptivo Estudio Paisajístico exigido por la Ley 4/2004 de Ordenación del Territorio y 

Protección del Paisaje. No se ha elaborado un Plan de Participación Pública en la 

elaboración de los instrumentos de paisaje, tal como establece el Reglamento del 

Paisaje. 

La Ley 4/2004 de Ordenación del Territorio y Protección del Paisaje establece en su artículo 11 

que cualquier instrumento de “planificación urbanística que prevea un crecimiento urbano 

incorporará un estudio sobre el paisaje que necesariamente deberá identificar los hitos 

geográficos y aquellas características del territorio que constituyan referentes del paisaje del 

ámbito de la planificación y ordenación.” Los artículos 30, 31 y 32 regulan el objeto de los 

estudios de paisaje. El art. 32.2 determina que la tramitación de los estudios de paisaje se 

habrán de adaptar al procedimiento establecido para la evaluación ambiental estratégica.  

 

A su vez el Reglamento del Paisaje, aprobado por el Decreto 120/2006, de 11 de 

agosto, en sus artículos 13 a 17 establece la metodología de la necesaria participación pública 

en la elaboración de los instrumentos de paisaje. El Plan de Participación Pública en la 

elaboración de los instrumentos de paisaje se ha de someter a información pública en el inicio 

del proceso (art. 17.1.b) y se realizarán consultas públicas (art. 17.2) con el público interesado, 

más allá del trámite de información pública. 

 

 

Quinta.- No hemos observado dentro de la documentación sometida a información 

pública el preceptivo Estudio sobre la previsión de las necesidades de vivienda protegida 

en el término municipal de Sant Joan. 

 

La Disposición Adicional sexta de la Ley 16/2005, de 30 de diciembre de 2005, Urbanística 

Valenciana estable que: 
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“Sexta. Previsión de viviendas sujetas a régimen de protección pública en los planes y programas 

1. Los planes generales han de incluir en la memoria justificativa un estudio sobre la previsión 

de las necesidades de vivienda protegida en el término municipal, incluyendo en sus fichas 

de planeamiento y gestión del suelo urbanizable residencial la proporción de viviendas de 

esta índole que se tenga que materializar en el desarrollo de cada sector de suelo 

urbanizable. La aprobación de dichos planes necesitará informe previo preceptivo y 

vinculante emitido por los órganos de la administración autonómica competentes en materia 

de vivienda integrados en la correspondiente conselleria, sobre las previsiones del 

planeamiento en materia de vivienda protegida.” 

 

 

Revisada la Memoria Justificativa del PGMO de Sant Joan d’Alacant, no existe ese Estudio 

sobre la previsión de necesidades de vivienda protegida, aunque se cita su existencia (Pág. 97, 

del Tomo IV Memoria Justificativa, parágrafo 3.1.11 Porcentaje Mínimo de Edificación con 

destino a Vivienda de Protección Pública). En ese apartado de un total de 11.479 nuevas 

viviendas se destinan a vivienda protegida un total de 2.491 viviendas, el 21,7%. 

 

  

Sexta.- La reserva que se hace en el proyecto de PGMO para viviendas protegidas 

incumple el art. 10 de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo, que determina que la 

reserva mínima será del 30%. 

El PGMO de Sant Joan d’Alacant destina para vivienda protegida 2.491 viviendas de un total de 

11.479 nuevas viviendas, o sea destina un 21,7% de la edificabilidad residencial prevista por la 

ordenación urbanística. (Pág. 97 de la Memoria Justificativa). 

Sin embargo, en otras partes de la documentación  (Estudio de Recursos Hídricos, Pág. 8) se 

habla de un tope máximo que contempla el nuevo Plan General de 24.109 viviendas y las 

actuales viviendas son solamente 7.885, por lo que se prevé construir 16.224 nuevas viviendas. 

El 30% de viviendas protegidas exigido por la Ley 8/2007 harían un total de 4.867 viviendas, 

una cantidad muy superior a las 2.491 viviendas previstas en el proyecto de Plan General. 

Si partiéramos del techo de viviendas previstas en el PGOU de 1987 (10.154 viv, pág. 41 de la 

Memoria Justificativa), el número de nuevas viviendas sería de 13.955 viv, con lo que la reserva 

del 30 % para vivienda protegida sería de 4.186 viv, superior también a las 2.491 viviendas 

previstas en el Proyecto de Plan General. 

En otro lugar de la documentación (pág. 105 de la Memoria Justificativa) se fija el techo 
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residencial en 31.894 viv contradictorio con el establecido en otros lugares de la Memoria 

Justificativa, con lo que el número de viviendas protegidas deberían ser en todo caso superior a 

las 2.491 establecidas. 

 

 

Séptima.- La Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo determina en su art. 15.1 que los 

instrumentos de ordenación urbanística, de conformidad con la Ley 9/2006 sobre 

evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente, 

serán sometidos a la llamada evaluación ambiental estratégica.  

Este proyecto de PGMO no ha sido sometido a ese procedimiento, como ya señalábamos en 

nuestra alegación segunda. 

 

Octava.- Este proyecto de PGMO incumple el art. 15.4 de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de 

Suelo, que obliga a que los instrumentos de ordenación urbanística incluyan “un informe 

o memoria de sostenibilidad económica, en el que se ponderará el impacto de la 

actuación en las Haciendas Públicas afectadas por la implantación y el mantenimiento de 

las infraestructuras necesarias o la puesta en marcha y la prestación de los servicios 

resultantes, así como la suficiencia y adecuación del suelo destinado a usos 

productivos.” 

 

 

Novena.- No hemos observado la existencia entre la documentación sometida a 

información pública de las preceptivas Normas Urbanísticas, y por tanto se incumple el 

art. 64 de la Ley Urbanística Valenciana, que describe la documentación de la que consta 

el Plan General. 

 

 

Décima.- El Proyecto de Plan General incumple el art. 85 de la Ley Urbanística 

Valenciana, dado que el modelo de crecimiento escogido por el Ayuntamiento de Sant 

Joan d’Alacant no respeta el equilibrio urbanístico del territorio, agota los recursos y 

satura las infraestructuras supramunicipales. 

La ocupación del suelo prevista en este Plan General supone declarar urbano o urbanizable el 

86% del término municipal, frente al 58,5% del vigente Plan General de 1987. O sea supone 

urbanizar prácticamente todo el término municipal y eliminar cualquier posible reserva de suelo 
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a desarrollar en un futuro. En particular nos parece preocupante la reclasificación del sector de 

Fabraquer Sur y Norte, la primera pieza dividida en tres sectores urbanísticos albergaría 5.748 

viviendas en alrededor de 1.383.000 m2 y la segunda un Parque Empresarial, con una 

extensión de 850.000 m2 aproximadamente. En el caso de Fabarquer-Sur se ocuparían suelos 

agrícolas de la antigua Huerta de Alicante, que deberían merecer algo más de respeto por parte 

del equipo redactor, dado que a lo largo de todo el Plan General hacen un alarde de desprecio 

por los valores agrícolas de ese territorio. Respecto a la segunda pieza, no hay ni un solo 

estudio en el Plan General que justifique la extensión de ese Polígono industrial ni su 

necesidad. En la documentación no hay una justificación de suficiencia de los recursos hídricos. 

 

 

Undécima.- No existe en la documentación sometida a información pública el necesario 

estudio de movilidad y transporte. 

No hay muchas referencias en la documentación del Plan General a las necesidades de 

movilidad y tráfico que generarían la ejecución de las propuestas contenidas en él. 

Los estudios de tráfico y transporte son parte necesaria en un Plan General. El ROGTU 

establece en su art. 146 el contenido de la Memoria Justificativa del Plan General y el Estudio 

de Tráfico y Transportes figura entre los estudios que deben formar parte de esa Memoria. 

 

Por otra parte el art. 46 de la Ley Urbanística Valenciana establece que: 

 

Artículo 46. Directrices relativas a la calidad de vida de los ciudadanos 

 

Las directrices definitorias de la estrategia de evolución urbana y ocupación del territorio fijarán 

criterios y objetivos que tengan por finalidad la mejora de la calidad de vida de los ciudadanos y, 

en concreto y como mínimo, respecto de:  

... 

2. Transporte público 

   

Objetivos para la implantación de transporte público y criterios para los planes de desarrollo 

que permitan la más adecuada y eficaz integración de aquél en las ordenaciones que 

propongan.” 

 

No hemos observado en las Directrices definitorias de la estrategia de evolución urbana y 

ocupación del territorio (DDEEUOT) los criterios y objetivos respecto a la implantación del 
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transporte público, dejando aparte las vaguedades e indefiniciones del punto 1.4.3.11 Movilidad 

urbana sostenible y la reserva de espacio para la inserción de plataformas reservadas para el 

transporte público en la CN-332. Respecto al transporte urbano se entra en contradicción en 

diferentes partes de las DDEEUOT, pues por una parte se habla de la no necesidad del 

transporte urbano dado el pequeño tamaño del municipio (punto 1.3.2 Los sistemas de 

transporte y comunicaciones), aunque el techo poblacional establecido en este Plan General 

superaría los 50.000 hab, población donde es obligatoria la existencia de un sistema de 

transporte urbano, según lo previsto en el artículo 26.1.d de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 

Reguladora de las Bases del Régimen Local: 

Artículo 26.  

1. Los Municipios por sí o asociados deberán prestar, en todo caso, los servicios siguientes: 

(…) 

d. En los Municipios con población superior a 50.000 habitantes-equivalentes, además: 

transporte colectivo urbano de viajeros y protección del medio ambiente. 

 

Por otra parte en el punto 1.4.2 Sistemas de Comunicaciones, en su apartado 1, se habla de 

reforzar el transporte público metropolitano mediante la “implantación progresiva de un 

transporte urbano propio”.  

 

En otros apartados del punto 1.4.2 se entrevé una pretensión de facilitar el uso del automóvil 

como cuando se asevera pretender “aumentar la fluidez del tránsito” en la Rambla o se anuncia 

“la mejora de las condiciones de accesibilidad a las zonas comerciales” principalmente en 

coche. A continuación en el punto 1.4.3.11 se hacen declaraciones genéricas sobre movilidad 

sostenible carentes de la concreción suficiente para ser algo más que meros cantos al sol. 

 

Respecto al transporte metropolitano no hay ninguna previsión u objetivo alguno en las 

DDEEUOT respecto a la implantación de una línea de tranvía que según parece tiene en 

estudio la Dirección General de Transportes de la Generalitat Valenciana, que una Alicante con 

Sant Joan d’Alacant y Mutxamel.  
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Se grafía en algunos planos de Ordenación Estructural (Plano OE.5 Centros Cívicos) el trazado 

del tranvía, que atraviesa todo el término municipal, sobre la CN-332, entre Alicante y El 

Campello, pero no se atiende a la necesaria conexión con Mutxamel. No parece que el redactor 

del Plan General haya efectuado consultas con la Dirección General de Transportes de la 

Generalitat Valenciana, pues El Campello ya dispone de conexión tranviaria con Alicante a 

través de la Playa de San Juan-Muchavista. 

 

El tranvía es un modo de transporte de los más sostenibles ambientalmente y por tanto un 

modo a promocionar en cualquier propuesta que pretenda la sostenibilidad, pero lógicamente 

incardinado en una planificación de ámbito metropolitano. 

 

Solamente se prevé un “Nodo intermodal” en la conexión de la AP-7 con la CN-332, al final del 

“Gran Eje Comercial” y junto al “Parque Empresarial”, que albergaría “una estación intermodal 

donde confluyan la red de transportes públicos de carácter metropolitano, la estación o parada 

del tranvía y el centro de servicios del futuro transporte de carácter local”. No parece que la 

ubicación de ese “Nodo intermodal” fuera muy adecuado, dado que incumpliría el artículo 130 

de la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres, el cual 

literalmente dice (subrayado nuestro):  

Artículo 130.  

1. La ubicación de las estaciones responderán no sólo a razones intrínsecas de explotación de 

los servicios que hayan de utilizarlas, sino a su coordinación con los restantes modos de 

transportes terrestres, así como con los aéreos y marítimos y con los transportes urbanos de la 

ciudad de la que se trate. Para la fijación de su emplazamiento se ponderará, asimismo, su 

incidencia en los aspectos urbanísticos, de tráfico, seguridad y medio ambiente de la población. 

2. Sin perjuicio de la necesaria coordinación de toda estación con los transportes urbanos, 

aquéllas que concentren servicios de viajeros de cercanías de grandes poblaciones, habrán de 

ubicarse en todo caso junto a núcleos de comunicaciones urbanas que faciliten el trasbordo y 

transferencia de tráficos. 

No parece que pueda cumplir la nueva estación intermodal el objetivo de coordinación con el 

resto de modos de transportes terrestres, cuando por esa ubicación prevista (conexión de la 

AP-7 con la CN-332) no es ningún núcleo de centralidad respecto a los transportes terrestres 

(transporte metropolitano). 
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Sin embargo la zona prevista sí podría albergar un gran aparcamiento disuasorio que permitiera 

la transferencia de viajeros desde el automóvil a medios de transporte colectivos que, en 

régimen de lanzadera, lo conecten con destinos en el interior del área metropolitana. 

 

 

Duodécima.- En la documentación sometida a información pública no existe el estudio de 

la posible afección al patrimonio histórico y cultural que debe ser redactado y 

acompañado del informe que exige la Ley 4/1998, de 11 de junio, del Patrimonio Cultural 

Valenciano. 

Esa Ley 4/1998 establece en su artículo 11 taxativamente: 

”Los estudios de impacto ambiental relativos a toda clase de proyectos, públicos 

o privados, que puedan afectar a bienes inmuebles de valor cultural deberán 

incorporar el informe de la Conselleria de Cultura, Educación y Ciencia acerca de 

la conformidad del proyecto con la normativa de protección del patrimonio 

cultural. Dicho informe vinculará al órgano que deba realizar la declaración de 

impacto ambiental”. 

Como ya se ha comentado en otra alegación tampoco en este expediente figura el preceptivo 

Estudio de Impacto Ambiental. 

 

 

Décimotercera.- No existe en el expediente sometido a información pública el preceptivo 

informe de la Confederación Hidrográfica del Júcar sobre la existencia de suficientes 

recursos hídricos para las necesidades de la población prevista en el Plan General y 

sobre la compatibilidad con las previsiones del Plan Hidrológico de la Cuenca del Júcar. 

El art. 25. 4 de la Ley de Aguas (Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, modificado por 

la Ley 11/2005, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan 

Hidrológico Nacional) establece la obligación de que exista un informe del Organismo de 

Cuenca, sobre la existencia de recursos suficientes para satisfacer las demandas de los planes 

de ordenación del territorio y urbanismo. Asimismo la Ley de Ordenación del Territorio y de 

Protección del Paisaje (art. 19.2) y la ROGTU (art. 41) establecen la obligación de aportar este 

informe, que además deberá asegurar la no afectación o menoscabo a otros usos existentes 

legalmente implantados. Según la Orden de la Conselleria de Territorio y Vivienda de 3 de 
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enero de 2005 sobre contenidos mínimos de los EIA (DOGV de 12.01.2005) en materia de 

urbanismo, el Estudio de Impacto Ambiental debería contener este Informe del organismo de 

cuenca. 

 

 

Décimocuarta.- El estudio sobre recursos hídricos de la Memoria Informativa contiene 

errores graves que lo invalidan como estudio que justifique la suficiencia de los recursos 

hídricos demandados por el nuevo PGOU y requerido por el art. 38 del ROGTU. 

a) La situación real de los acuíferos del Alto y Medio Vinalopó es de sobreexplotación, y no 

“en peligro de sobreexplotación” (pág. 3). Las recargas anuales son inferiores a las 

extracciones, tal como lo atestiguan los informes de la Confederación Hidrográfica del 

Júcar. (Estudio General sobre la Demarcación Hidrográfica del Júcar, Julio 2007, 

páginas 114-134; Informe para la Comisión Europea sobre los artículos 5 y 6 de la 

Directiva Marco del Agua, Abril 2005). De hecho la mayoría de los acuíferos del Alto y 

Medio Vinalopó de los que se abastece AMAEM están en riesgo seguro de no cumplir 

los Objetivos Medio Ambientales definidos por la Directiva Marco del Agua para 2015. 

b) El trasvase Júcar-Vinalopó no aportará aguas para abastecimiento urbano, y sólo 

aportará caudales para riego agrícola o usos urbanos (baldeos, riego de jardines, etc), 

contrariamente a lo que se dice en la pág. 3 (“45 hm3 para riego y 36 hm3 para 

abastecimiento”). El nuevo proyecto de trasvase Júcar-Vinalopó con la toma de agua en 

el azud de la Marquesa (Cullera) sólo aportará agua para riego agrícola, y servirá para 

disminuir la presión sobre los acuíferos sobreexplotados. 

c) Las previsiones del Plan Director elaborado por AMAEM y que figura en la pág. 8 

(24.109 viv en el nuevo Plan General propuesto) no coinciden con las previsiones de la 

Memoria Justificativa (en la pág. 105 de la Memoria Justificativa se fija el techo 

residencial en 31.894 viv) 

d) Las dotaciones por habitante y día tomadas en ese estudio (150 litros) son muy 

inferiores a las establecidas en el Plan Hidrológico de la Cuenca del Júcar (art. 17 de la 

Normativa del PHCJ) para municipios entre 10.000 y 50.000 hab, que oscilan en la 

banda de 240 a 300 litros/hab y día en el límite del 1er. Horizonte (1998-2008) y de 250 

a 310 litros en el 2º Horizonte de Planificación (2008-2018). En el Libro Blanco del Agua 

se establece una dotación aun mayor de 377/l/hab/día en el ámbito de la cuenca del 
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Júcar. Por tanto, teniendo en cuenta la Normativa del PHCJ únicamente para el 

abastecimiento de la población techo del nuevo PGOU (66.978) sería necesaria una 

dotación de entre 16.744 m3/dia a 20.763 m3/dia, dejando de lado el suministro a las 

industrias y riego de zonas verdes. 

e) De forma incomprensible se reduce la demanda total diaria de los 26.240 m3 (pág. 10) a 

23.231 m3/día. Después de hacer unas previsiones de crecimiento de la población de 

Sant Joan muy “realistas” (2,74% a 3,21% de crecimiento anual) totalmente 

contradictorias con las previsiones del Plan General (¿entonces por qué se prepara 

suelo para una población cercana a 70.000 personas?), se concluye que la población 

total no pasará de 25.196 hab en 2015 y de 27.939 hab en 2020, con un valor medio de 

26.543 hab y con unas dotaciones infravaloradas de 150 litros/hab y día resulta un total 

de 12.392 m3/día. Las reducciones de las demandas son exponenciales, según 

aumentan las dosis de “realismo”. 

f) Teniendo en cuenta las pérdidas de la red, la demanda total en 2020 se establece en 

16.523 m3 de los cuales 2.265 m3 provendrían de la futura desaladora de Mutxamel-El 

Campello. Desconocemos cómo se han repartido los 50.000 m3/día que generará esa 

futura instalación, y en base a qué consideraciones le han sido adjudicados esos 

caudales a Sant Joan, pero no parece que ese reparto goce del visto bueno del 

Organismo de Cuenca. Así pues según el estudio de necesidades hídricas es necesario 

justificar de dónde provendrán los 14.258 m3 necesarios para satisfacer la demanda 

total. 

Sin embargo, en nuevo paso de tuerca reductora más adelante (pág.27) se estiman en 

12.392 m3/día los recursos necesarios en 2002, de los cuales 2.265 m3 provendrían de 

la nueva desaladora, por lo que ahora ya sólo hace falta justificar la procedencia de 

10.127 m3/día. 

g) Es inaceptable que la propuesta que se hace en el Estudio sea aumentar la 

sobreexplotación de los acuíferos del Vinalopó. Se propone que procedencia de esos 

nuevos caudales sea precisamente de los sobreexplotados acuíferos ( “las actuales 

fuentes de abastecimiento” pág. 28 del Estudio) del Alto y Medio Vinalopó, tal como se 

refleja en el Estudio, pues aunque llega a afirmar que “es improbable que en el futuro se 

vayan a incrementar (los recursos procedentes de los acuíferos de Jumilla-Villena, 

Villena-Benejama y Peñarrubia) (más bien todo lo contrario) debido al comportamiento 

delos acuíferos en los últimos años, en situación de sobreexplotación”. (pág. 15 del 
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Estudio), se considera que con unos recursos disponibles de 58,45 hm3/año (volumen 

de recursos de los acuíferos mencionados), la “insignificancia” de 10.127 m3/día no 

merecen ser justificados. 

¿pero cómo es posible que si se admite que es improbable que se puedan incrementar 

las extracciones en esos acuíferos, se justifique la procedencia de 10.127 m3/dia 

suplementarios de esos mismos acuíferos? ¿No conoce el redactor del PGOU que esos 

volúmenes actualmente extraídos de los acuíferos del Vinalopó tienen ya unos destinos 

prefijados por AMAEM? 

h) AMAEM tramitó ante el Organismo de Cuenca (CHJ) la concesión de las aguas 

subterráneas mediante pozos en el Alto y Medio Vinalopó, con el resultado favorable de 

una concesión de 18.969.300 m3/año (Boletín Oficial de la Provincia de Alicante, nº 230, 

7 de octubre de 2005. El Inventario de recursos de agua subterránea de pozos 

pertenecientes a AMAEM es de 21.694.256 m3/año, en el “Estudio de Demandas y 

Recursos para la Concesión de la unidad de Explotación de Aguas Municipalizadas de 

Alicante A.M.A.E.M.”, presentado en diciembre de 2001 por esa mercantil ante la CHJ. 

Se reconoce que la capacidad potencial es de 29.511.980 m3, pero debido a la precaria 

situación del estado de algunos acuíferos (“dado su grado actual de explotación y la 

escasa recarga recibida en los últimos años causada por una pertinaz sequía”), no se 

pudo extraer la totalidad de los caudales. 

i) Una parte de los recursos de AMAEM proceden de las aguas superficiales servidas por 

la Mancomunidad de Canales del Taibilla, origen que no se contempla en el Estudio de 

Recursos Hídricos contenido en la Memoria Informativa, que hacen un total de 

21.200.000 m3/año. Ese volumen se considera que ha alcanzado un techo improbable 

de superar en el futuro. El total de recursos de AMAEM es por tanto de 42.894.256 

m3/año, que el Estudio de Recursos Hídricos no recoge. Sin embargo en el estudio de 

AMAEM se contempla un déficit de 16.760.439 m3 en 2005 y de 18.345.863 m3 en 

2010. En conclusión vemos difícil que AMAEM pueda suministrar los caudales que se 

necesitan en el techo poblacional contemplado en este proyecto de PGOU. 

 

Decimocuarta.- La tramitación del PGMO no ha tenido en cuenta las determinaciones de 

la Ley 27/2006, que regula los derechos de participación pública en la elaboración de los 

planes y proyectos promovidos por las Administraciones públicas y con repercusiones 

sobre el medio ambiente. 
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El derecho de participación pública está reconocido en el Convenio Internacional de Aarhus 

adoptado en esa ciudad danesa el 25 de junio de 1998, firmado por la Unión Europea, y 

ratificado por España, y en vigor desde el 29 de marzo de 2005 (BOE de 16 de febrero de 

2005). Ese Convenio se ha concretado en la legislación europea en dos Directivas, la 

2003/4/CE y la 2003/35/CE, que recogen los derechos de información ambiental y participación 

pública en medio ambiente. Esas Directivas se han traspuesto a la legislación española en la 

Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, 

participación pública y acceso a la justicia en materia de medio ambiente. 

 Esa Ley no regula procedimiento alguno, al ser un ámbito de competencia compartida con las 

Comunidades Autónomas, pero recoge las principales líneas del Convenio de Aarhus, que se 

concretan en el tema de participación en: 

- deber general para las administraciones de promover la participación real y efectiva del 

público 

- informar al público del derecho a participar y de la forma en que lo pueden hacer 

- reconocer el derecho a formular observaciones y comentarios en aquellas fases iniciales 

del procedimiento, en las que estén aun abiertas todas las opciones de la decisión que 

haya que adoptarse (incluyendo la opción denominada “alternativa cero” que consiste en 

no hacer nada) 

La Administración competente, en este caso el Ayuntamiento de Sant Joan d’Alacant, deberá 

determinar qué miembros del público tienen la condición de persona interesada, y pueden 

participar por tanto en tales procedimientos. 

En este sentido creemos que antes de iniciarse el procedimiento de participación pública en la 

elaboración del PGMO se debería someter a información pública el Plan de Participación 

Pública y determinar los actores que van a participar en el procedimiento. 

Así lo han entendido varios Ayuntamientos del País Valenciano que están tramitando Planes 

Generales de Ordenación Urbana, como por ejemplo Palomar (DOCV 21.12.2007) y Castalla 

(DOCV 26.12.2007), que han sometido el Plan de Participación Pública a información pública. 

Por tanto solicitamos se inicie de nuevo el procedimiento de elaboración y participación pública 

del Plan General de Ordenación Urbana y se tenga a Ecologistas en Acción como parte 

interesada. 

 


